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Resumen
Se lleva a cabo un estudio exhaustivo, crítico y comparativo sobre el trata-
miento legal e institucional de las ejecuciones extrajudiciales en Colombia. Su 
objetivo es evaluar si el modelo colombiano establecido dentro del contexto 
de la justicia transicional puede establecerse como un parámetro internacional 
en lo relacionado con los derechos humanos y el derecho penal internacional. 
Para lo anterior se utiliza un enfoque cualitativo, fundamentado en un método 
hermenéutico-jurídico, el análisis de contenido y la revisión documental; asi-
mismo, se investiga la actuación de la Jurisdicción Especial para la Paz (jep), 
enfocándose en el desarrollo de los distintos casos por parte de la jep, consi-
derado el caso 003 un escenario ejemplar para la reconstrucción de patrones 
de macrocriminalidad que ocurrieron entre 2002 y 2008. La investigación se 
fundamenta en la premisa de que el fenómeno de las ejecuciones extrajudi-
ciales no debe ser interpretado como un conjunto de acciones aisladas, sino 
como una manifestación de una estructura criminal estatal sistemática. Esta 
estructura se articula a través de incentivos institucionales, prácticas organiza-
tivas y dinámicas operativas que alteraron los objetivos legítimos de la función 
militar. En este marco se explora el desarrollo doctrinal de la responsabilidad de 
mando, mostrando una evolución considerable desde el criterio internacional 
de “control efectivo”, establecido en el artículo 28 del Estatuto de Roma, hacia 
una interpretación más amplia del “mando institucional”. El artículo demuestra 
que el modelo colombiano constituye una innovación importante en la justicia 
transicional actual, al redefinir las fronteras entre la sanción, la verdad y la 
reparación. Sin embargo, como un referente a nivel internacional está condicio-
nado por factores estructurales, tales como la seguridad jurídica, la estabilidad 
institucional y la implementación efectiva de garantías de no repetición. 

Palabras clave: ejecuciones extrajudiciales, justicia transicional y 
responsabilidad.
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Abstract
This article presents a comprehensive, critical, and comparative study of the 
legal and institutional treatment of extrajudicial executions in Colombia, com-
monly referred to as “false positives.” Its objective is to assess whether the 
model established within the context of transitional justice can serve as an 
international benchmark in the areas of human rights and international criminal 
law. Using a qualitative approach, grounded in a hermeneutic-legal method, 
content analysis, and a literature review, the study examines the actions of the 
Special Jurisdiction for Peace (jep), focusing particularly on the jep’s handling of 
various cases, with Case 003 serving as an exemplary scenario for reconstruc-
ting patterns of macro-criminality that occurred between 2002 and 2008. 

This research is based on the premise that the phenomenon of extrajudicial 
executions should not be interpreted as a series of isolated acts, but rather as a 
manifestation of a systematic state criminal structure. This structure is shaped 
by institutional incentives, organizational practices, and operational dynamics 
that distorted the legitimate objectives of the military function. Within this 
framework, the study explores the doctrinal development of command respon-
sibility, demonstrating a significant evolution from the international standard 
of “effective control,” established in Article 28 of the Rome Statute, toward a 
broader interpretation of “institutional command.” 

In summary, the article demonstrates that the Colombian model represents 
a significant innovation in contemporary transitional justice by redefining the 
boundaries between punishment, truth, and reparations. However, its establi-
shment as an international benchmark is contingent upon structural factors 
such as legal certainty, institutional stability, and the effective implementation 
of guarantees against recurrence. 

Keywords: Extrajudicial killings, transitional justice, accountability.
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Introducción
El fenómeno de las ejecuciones extrajudiciales en Colombia, comúnmente 
conocidas como “falsos positivos”, representa uno de los episodios más fuer-
tes, difíciles y paradigmáticos del conflicto armado interno. Durante el periodo 
comprendido entre los años 2002 y 2008, miles de civiles fueron asesinados de 
manera arbitraria por agentes del Estado, en un contexto en el cual esas muer-
tes eran después informadas como bajas legítimas en combate. Este patrón 
no solo conllevó una violación masiva y sistemática de los derechos humanos, 
sino que también puso de manifiesto profundas distorsiones en la estruc-
tura institucional del Estado, en específico, dentro de la lógica operativa de la 
Fuerza Pública. Conforme a lo planteado por Ambos (2009), lejos de ser hechos 
aislados o atribuidos de manera exclusiva a comportamientos individuales 
desvirtuados, las ejecuciones extrajudiciales en Colombia han sido entendidas 
progresivamente como el resultado de dinámicas estructurales que incluyeron 
incentivos institucionales, presiones operativas y una concepción distorsionada 
del enemigo interno. En esta línea, el fenómeno genera preguntas fundamen-
tales con respecto a los límites del poder estatal, la responsabilidad a lo largo 
de la cadena de mando y la eficacia del derecho para actuar en contextos de 
violencia sistemática. 

Con el Acuerdo Final de Paz firmado en el 2016, Colombia inició un proceso de 
justicia transicional que pretende no solo investigar y sancionar estos delitos, 
sino también reconstruir la verdad histórica, asegurar la reparación integral 
de las víctimas y crear las condiciones necesarias para evitar su repetición 
(Gobierno Nacional de Colombia y farc-ep, 2016). Dentro de este marco, la 
creación de la Jurisdicción Especial para la Paz (jep) representó un punto de 
inflexión en el abordaje de la criminalidad estatal, al introducir un modelo que 
fusiona atributos de justicia retributiva, restaurativa y participativa. 

La importancia de este estudio radica en la necesidad de evaluar si este 
modelo, desarrollado en un contexto nacional particular, puede convertirse 
en un referente internacional en materia de justicia transicional. Esta cuestión 
cobra especial relevancia en un escenario global donde diversas sociedades 
cumplen procesos de transición tras conflictos armados o regímenes autori-
tarios, y buscan mecanismos efectivos para lograr un equilibrio entre justicia, 
verdad y reconciliación. 
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En este contexto, el presente artículo tiene como objetivo principal analizar el 
potencial del modelo colombiano como referente internacional, mediante un 
examen integral que articule dimensiones jurídicas, comparativas y sociológi-
cas. Para ello, se tratan cinco ejes fundamentales: 1) el análisis del fenómeno 
de las ejecuciones extrajudiciales desde la perspectiva del derecho penal inter-
nacional; 2) el desarrollo doctrinal de la responsabilidad de mando; 3) la compa-
ración con otros modelos de justicia transicional; 4) el estudio de los factores 
estructurales que provocaron dichos crímenes, y 5) el rol que desempeñan las 
víctimas y los mecanismos restaurativos en la reconstrucción del tejido social. 

La tesis que guía esta investigación sostiene que el modelo colombiano repre-
senta un avance significativo en la justicia transicional contemporánea, al supe-
rar la cultura clásica entre castigo y reconciliación (Ambos, 2009). Sin embargo, 
también se reconoce que su consolidación como referente internacional 
depende de su capacidad para convertir los avances normativos e instituciona-
les en resultados concretos en términos de verdad, justicia y reparación. Por lo 
tanto, este documento tiene como objetivo no solo caracterizar un fenómeno, 
sino también aportar a la discusión global acerca de la función del derecho en 
situaciones de violencia estructural, sugiriendo el caso de Colombia como un 
referente para reconsiderar los límites de la justicia en contextos de cambio.

Materiales y métodos
La presente investigación se ha estructurado a partir de un diseño experi-
mental y observacional, con un enfoque cualitativo, orientado a evaluar si el 
tratamiento institucional adoptado por el Estado colombiano frente a las ejecu-
ciones extrajudiciales —conocidas como “falsos positivos”— puede constituirse 
como un referente internacional en materia de justicia transicional. Metodo-
lógicamente, la investigación se configura como un estudio de caso, en el cual 
no se analiza únicamente el caso colombiano por su singularidad histórica, sino 
también por su potencial explicativo y comparativo frente a otros procesos 
internacionales. Este diseño es llevado a cabo por medio de un análisis compa-
rado funcional y con herramientas de análisis documental sistemático y análisis 
de contenido.

La variable operacional central del estudio es el potencial de configuración del 
modelo colombiano como referente internacional en el tratamiento de violacio-
nes a los derechos humanos cometidas por agentes estatales. Esta variable se 
entiende desde cinco distintos aspectos: primero, el grado de adecuación del 
marco institucional colombiano a los estándares del derecho internación de los 
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derechos humanos y del derecho penal internacional; segundo, la efectividad 
judicial, que fue medida a partir de la priorización de casos, determinación de 
hechos y conductas, vinculación de máximos responsables y avances proce-
sales; tercero, la participación de las víctimas, que fue evaluada mediante su 
participación efectiva, el reconocimiento público y la adopción de medidas 
restaurativas; cuarto, la articulación entre componentes retributivos y restaura-
tivos en el sistema de sanciones y quinto, el impacto del modelo estructural en 
términos de garantías de no repetición.

Es necesario agregar como variable independiente el diseño institucional del 
sistema de justicia transicional; la implementación normativa posterior al 
Acuerdo de Paz de 2016, el grado de reconocimiento de responsabilidad por 
parte de comparecientes y el nivel de interacción con los estándares y organis-
mos de carácter internacional (Gobierno Nacional de Colombia y farc-ep, 2016). 
Por medio de estas variables es posible explicar en qué medida los resultados 
observados pueden atribuirse a los factores estructurales del Estado colom-
biano y no meramente coyuntural.

Dada que la investigación se basa en un análisis documentas e institucional, la 
unidad de análisis no corresponde a individuos en sentido tradicional, sino a 
decisiones judiciales, instrumentos normativos y procesos institucionales. La 
muestra nacional se compone de decisiones emitidas entre los años 2016 y 
2025 por la (jep, 2022), particularmente los autos de determinación de hechos y 
conductas, decisiones sancionatorias relacionadas con las ejecuciones extra-
judiciales. Se incluyen, además, decisiones que abordan la responsabilidad en 
cadena de mando y las medidas restaurativas (Human Rights Watch, 2015). Se 
excluyen las providencias de carácter meramente procedimental o aquellas que 
no contemplan un desarrollo sustantivo sobre la responsabilidad o la repara-
ción integral de las víctimas.

En un plano comparado se excluyen países que cuenten con procesos sin judi-
cialización formal o sin producción documental verificable, mientras se incluyen 
países que contemplen la existencia de mecanismos formales de justicia transi-
cional, judicialización o esclarecimiento de crímenes estatales o sistemáticos, en 
el evento de que se llegaren a presentar, ya que el análisis comparado permite 
entender las profundas diferencias operativas que existe entre los sistemas jurí-
dicos y cómo el caso colombiano puede ser un referente internacional (Gara-
pon, 2006).

La recolección de información se realizó mediante técnicas de revisión docu-
mental sistemática que permitió codificar de manera homogénea variables 
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como el tipo de responsabilidad atribuida, nivel jerárquico de los responsables, 
medidas restaurativas ordenadas, modalidad de sanción y referencias explicitas 
a estándares internacionales. La información ha sido organizada en una base 
de datos que permitió tanto análisis cualitativos profundos como cálculos de 
proporciones y frecuencias. 

El análisis de datos combina técnicas cualitativas y cuantitativas descriptivas. En 
el plano cualitativo se empleó un análisis de contenido categorial para identifi-
car patrones en el tratamiento de la responsabilidad de mando, la participación 
de las víctimas y la construcción de la verdad judicial. En el ámbito cuantitativo 
se analizaron estadísticas descriptivas como cruces simples de variables para 
examinar relaciones entre nivel jerárquico y el tipo de responsabilidad recono-
cida, así como entre modalidad de sanción y componente restaurativo. La infe-
rencia es analítica y teórica orientada a evaluar la posibilidad de generalización 
conceptual del modelo colombiano a otros contextos de justicia transicional, si 
se llegare a presentar el caso.

Finalmente, es posible argumentar que la validez del estudio se sustenta en la 
coherencia entre variables y objetivos, la explicitación de criterios de selección 
y la triangulación metodológica. Se reconoce como limitación que el proceso 
colombiano aún continúa en desarrollo, lo cual implica que algunas conclusio-
nes incluidas en este texto son de carácter provisional. No obstante, el diseño 
adoptado permite ofrecer una evaluación rigurosa, sistemática y replicable 
sobre el potencial del modelo colombiano como referente internacional en el 
tratamiento de violaciones de derechos humanos. 

Resultados
Los resultados obtenidos a partir del análisis metodológico que se ha pro-
puesto permiten reconocer y tomando en cuenta el informe presentado 
por la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No 
repetición, (2022), con un elevado nivel de consistencia tanto empírica como 
teórica, la presencia de un modelo organizado de respuesta institucional ante 
las ejecuciones extrajudiciales en Colombia, el cual se presenta en torno a tres 
ejes fundamentales: 1) la reconstrucción de patrones de macrocriminalidad y 
la atribución de responsabilidades de liderazgo; 2) la efectividad del modelo 
restaurativo en la obtención de verdad judicial; y 3) la relevancia de las víctimas 
en la transformación del proceso judicial (Comisión para el Esclarecimiento de 
la Verdad, la Convivencia y la No Repetición, 2022). 
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Primero, cabe resaltar que el examen de los autos de determinación de hechos 
y conductas dictados por la jep, en particular en el contexto del Caso 003, 
permite sostener que el sistema judicial colombiano ha conseguido desarticular 
la narrativa de criminalidad aislada, lo que evidencia la existencia de un patrón 
sistemático y generalizado de ejecuciones extrajudiciales (jep, 2022). Este des-
cubrimiento es de particular importancia, ya que demuestra que los llamados 
“falsos positivos” no se pueden interpretar como meras desviaciones individua-
les o “manzanas podridas”, sino como el resultado de una política institucional 
de facto, fundamentada en incentivos operacionales y prácticas organizaciona-
les reiteradas  (Torres-Vásquez y Huertas Díaz, 2023). 

En este sentido, la atribución de responsabilidad ha ido más allá de los niveles 
operativos, alcanzando a altos mandos militares, mediante la aplicación de con-
ceptos como la autoría mediata y la responsabilidad de mando. Este progreso 
significa la consolidación de un modelo de imputación que reconoce la existen-
cia de estructuras jerárquicas complejas, donde la responsabilidad no se limita 
únicamente a la ejecución material del delito, sino que también se extiende a 
aquellos que, desde posiciones de poder, contribuyeron a su ejecución a través 
de la creación, tolerancia o falta de prevención de condiciones favorables para 
la criminalidad.

Este hallazgo es fundamental, pues demuestra que la rama judicial colombiana 
logró probar un nexo causal entre los incentivos administrativos, como, por 
ejemplo: permisos, condecoraciones y bonificaciones, así como la ejecución 
sistemática de civiles. La evidencia recolectada por medio de versiones volun-
tarias ha logrado reconstruir lo que nosotros llamamos una verdad dentro de 
las operaciones, explicando cómo se modificaron manuales de inteligencia para 
priorizar el conteo de cuerpos (bajas en combate) sobre las capturas, así como 
el trato indiferente a las brigadas móviles del Ejército nacional por parte de los 
batallones del mismo cuerpo.

Asimismo, se ha constatado que cerca del 85 % de las investigaciones y los 
avances en el esclarecimiento de fosas comunes y la identificación de vícti-
mas anónimas en cementerios de todo el territorio nacional ha sido producto 
directo de la presión procesal del sistema de justicia restaurativa (jep, 2022). Se 
evidencia que quienes comparecen y apoyan este arduo proceso han aportado 
coordenadas geográficas y detalles cronológicos que la justicia ordinaria no 
obtuvo por medio de instrucciones meramente penales. Este mecanismo ha 
demostrado que el reconocimiento de responsabilidad no es una solamente 
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una admisión, sino también un desglose de la planificación, la ejecución y el 
posterior encubrimiento de estos crímenes. Los datos analizados indican que 
este modelo de “esclarecimiento de la verdad” satisface el estándar de justicia 
de la Corte Penal Internacional, al garantizar que existe una sanción proporcio-
nal que está vinculada a la reparación efectiva.

Como siguiente punto tenemos: la centralidad de las víctimas y la reparación 
del tejido social, donde, por medio de nuestros estudios y análisis, con el acom-
pañamiento y el apoyo de personas afectadas por este conflicto se ha logrado 
resaltar que el proceso colombiano ha redefinido el rol que desempeñó la 
víctima, pasando de ser un sujeto pasivo a un sujeto procesal por medio de las 
audiencias de reconocimiento de verdad que han funcionado como espacios de 
conciencia donde los victimarios, cara a cara con las familias, han tenido que 
validar el buen nombre de los asesinados quitándoles la etiqueta de “guerri-
lleros muertos en combate” para devolverles su condición de civiles inocentes 
(Uprimny y Guzmán, 2010). 

Se evidencia que este acto de limpieza del nombre constituye una forma de 
reparación simbólica que, en ciertos casos, supera otro tipo de indemnización. 
Los resultados muestran que la construcción de la memoria histórica en Colom-
bia, amparada en fallos judiciales, actúa como una garantía de no repetición de 
alcance internacional, al dejar plasmado en la historia que el Estado fallo en su 
deber de protección. La robustez del sistema de justicia integral (verdad, justi-
cia, reparación y no repetición) se consolida como un sistema jurídico transferi-
ble a cualquier nación que deba enfrentar la transición de un Estado degradado 
a un Estado social de derecho pleno.

El estudio da como resultado que el colectivo social desempeñó un rol dual y 
complejo, ya que, durante el periodo 2002-2008, existió una parte de la socie-
dad civil que ejerció una presión indirecta que legitimó el “éxito” militar sin 
cuestionar los métodos, actuando como un factor de permisividad social. No 
obstante, el surgimiento de movimientos de víctimas, como las Madres de Soa-
cha, transformé ese colectivo en un factor de contra-poder esencial. Los resul-
tados concluyen que el compromiso de este colectivo social ha sido el motor 
para que las ejecuciones extrajudiciales no quedaran en el olvido, forzando 
así la apertura de debates éticos en la opinión pública y obligando al Estado a 
reconocer la sistematicidad de los crímenes. 
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Discusiones
Dogmática y responsabilidad de mando
La interpretación de los resultados obtenidos permite afirmar que el caso colom-
biano de los “falsos positivos” no representa solamente una crisis de derechos 
humanos local, sino que también constituye un espacio jurídico global para la jus-
ticia transicional. Al contrastar la efectividad de las jurisdicciones, surge un debate 
importante, la diferencia entre la justicia retributiva y la justicia restaurativa. 
Mientras que la justicia internacional, muy bien representada por la Corte Penal 
Internacional, suele enfocarse en la pena privativa de la libertad como único fin, 
el modelo usado en Colombia demuestra que la fuerza jurídica usada para el res-
tablecimiento de derechos no emana puramente del castigo, sino de la capacidad 
de explicar la verdad oficial y sustituirla por una verdad judicial construida con la 
colaboración de las víctimas (Zaffaroni, 2007). Esto sugiere que, para contextos 
internacionales de crímenes de Estado, el referente colombiano es superior en 
términos de reparación simbólica y estabilidad política a largo plazo.

Por otro lado, la función del colectivo social, como factor de poder, invita a una 
reflexión sociológica profunda sobre los requerimientos de la sociedad y la falla 
del Estado. La discusión debe centrarse en cómo la demanda de seguridad a 
cualquier costo por parte de la sociedad civil puede actuar como un cataliza-
dor de la violencia estatal. No obstante, el caso colombiano es esperanzador 
en la medida en que demuestra que la resiliencia del tejido social y el papel 
activo que juegan las víctimas son capaces de revertir la impunidad estructural 
mediante el compromiso del colectivo social que no ha sido solo un punto de 
memoria histórica, sino que también dota de legitimidad internacional un pro-
ceso de justicia que, de otro modo, habría sido percibido como una concesión a 
la impunidad, así como Uprimny y Guzmán (2010) argumentan que la partici-
pación de las victimas es un requisito indispensable para lograr garantizar la 
legitimidad y el éxito dentro de un proceso reparador.

En segundo lugar, evidenciamos como uno de los factores más relevantes, sobre 
el modelo colombiano, es la interpretación que se ha logrado hacer sobre la res-
ponsabilidad de mando sobre la que habla el artículo 28 del Estatuto de Roma 
(Corte Penal Internacional, 1998, art. 28), el cual establece como criterio central 
un “control efectivo” que consiste en la capacidad material del superior para 
prevenir o reprimir ciertamente la comisión de delitos por parte de sus subordi-
nados, sin embargo, no se llega a cumplir dicho objetivo. La jep ha desarrollado 
una noción bastante compleja sobre lo que se denomina “mando institucional”, 
en la cual la responsabilidad no se limita únicamente a la relación jerárquica, 
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sino que también se extiende a estructuras organizativas donde un superior 
jerárquico participa directa o indirectamente en la comisión de los hechos o en 
la configuración de los incentivos que posibilitan la comisión de los crímenes. 
Para esto se toma como base el caso 03 de la jep, en el que es posible obser-
var cómo esta jurisdicción identifica los patrones estructurales que vinculan la 
política institucional con la conducta criminal, logrando así obtener una visión 
totalmente reformada de lo que es la responsabilidad penal.

Esta interpretación hecha permite abordar de una manera más eficaz los fenó-
menos de macrocriminalidad organizada dentro de un Estado, en los cuales 
la omisión no se puede entender como una falta de acción, sino que debe ser 
vista como una forma activa de contribución al delito. La omisión relevante 
se construye a partir de la previsibilidad del daño y la falta de adopción de 
medidas correctivas. Asimismo, la jep ha hecho un análisis exhaustivo sobre 
el elemento subjetivo, que es el conocimiento, sobre el contexto de estas 
ejecuciones, en el cual se admite que este conocimiento puede derivarse de la 
reiteración de las conductas, los reportes operacionales y los incentivos insti-
tucionales. En consecuencia, el modelo colombiano reconfiguró el sistema de 
responsabilidad en contextos de violencia estructural al realizar todos los estu-
dios que hemos estudiado, posicionándose como una institución con un avance 
dogmático en la teoría de la responsabilidad de mando.

Finalmente, la transferibilidad de este modelo como referente internacional 
depende de un factor decisivo: la seguridad jurídica. La discusión concluye que, 
si bien Colombia tiene un andamiaje técnico para ser un modelo global, esto solo 
se puede llegar a consolidar si el Estado logra blindar sus instituciones transicio-
nales frente a vaivenes ideológicos. La experiencia colombiana da a entender a 
el mundo que el esclarecimiento de la verdad es un tema de leyes y, por lo tanto, 
exige un pacto social en el cual la sociedad y el Estado estén dispuesta a mirar 
sus capítulos más oscuros para garantizar que la guerra no vuelva a desbordar los 
límites de la humanidad bajo causas de seguridad nacional.

Gestión de indicadores y la restauración
El fenómeno de las ejecuciones extrajudiciales no se puede entender como 
una desviación individual o una “manzana podrida”, sino como el resultado de 
una estructura normativa e institucional que incentivó a la comisión de estos 
hechos. La directiva ministerial número 029 del 2005 (Ministerio de Defensa, 
2005) constituye un punto demasiado importante y clave en este análisis, al 
establecer los incentivos asociados a los resultados militares, como, por ejem-
plo, las bajas en combate. Esto desarrolló una gestión por indicadores que se 
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medía cuantitativamente, es decir, el éxito operativo se medía en función del 
número de muertes, sin un control efectivo sobre estas acciones. 

Este fenómeno se puede analizar bajo la teoría de la deshumanización del 
enemigo, desarrollada por Feierstein (2007), quien explica en su texto cómo 
los sistemas de violencia estatal configuran sistemas normativos o institucio-
nales que legitiman la eliminación del enemigo, en el contexto colombiano el 
concepto “guerrilleros”, permitió justificar prácticas que son inadmisibles. Los 
manuales de inteligencia militar también coadyuvan a esta lógica al priorizar la 
obtención de resultados sobre la verificación de la información generando así 
un entorno donde la presión institucional combinada con los incentivos, ante-
riormente mencionados, derivaban en la comisión sistemática de crímenes.

Para lo anterior se han adoptado trabajos, obras y actividades de contenido 
restaurativo (toar) que constituyen un elemento central para materializar la 
reparación integral de las víctimas del conflicto (jep, 2022). Estas prácticas bus-
can generar un impacto positivo en las familias afectadas. Ejemplos específicos 
abarcan iniciativas de desminado humanitario, desarrollo de infraestructuras 
comunitarias y actos de conmemoración histórica. Estas labores no solo faci-
litan la reparación, sino que también promueven entornos de reconciliación 
entre las víctimas y los perpetradores. Las directrices de la jep (2022) indican 
que las toar deben ajustarse de manera proporcional al daño ocasionado y 
dirigirse a atender las exigencias de las víctimas, lo que refuerza su dimensión 
restaurativa. En este contexto, los toar constituyen una novedad en el ámbito 
del derecho penal internacional, al combinar sanción y reparación dentro de un 
mismo mecanismo (jep, 2022).

Uno de los elementos más revolucionarios del modelo colombiano es la impor-
tancia de las víctimas en el marco del proceso judicial. A diferencia de otros 
sistemas, en los cuales la participación de las víctimas es restringida, en la jep 
juegan un papel activo en la elaboración de la verdad, como es el caso de las 
Madres de Soacha, el cual ilustra este proceso, mostrando cómo la tenacidad 
de las víctimas ha sido crucial para aclarar los eventos (Uprimny y Guzmán, 
2010). De acuerdo con Garapon (2001), la justicia no se limita a una función 
legal, sino que también desempeña un papel simbólico al permitir que las 
víctimas sean reconocidas de forma pública. En este contexto, las audiencias 
de reconocimiento funcionan como actos de reparación, donde se confronta 
la verdad institucional con la vivencia personal. Este modelo transforma la con-
cepción de justicia al integrar la voz de las víctimas como un componente esen-
cial en la toma de decisiones judiciales, lo que, a su vez, refuerza la legitimidad 
del sistema.
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Conclusiones
El estudio exhaustivo del fenómeno de las ejecuciones extrajudiciales en 
Colombia, contextualizado en el análisis del sistema de justicia transicional y 
especialmente en las funciones de la Jurisdicción Especial para la Paz, conduce 
a la identificación de conclusiones que poseen importancia no solo en el país, 
sino que también generan repercusiones relevantes para el progreso del dere-
cho penal internacional y los enfoques contemporáneos de justicia transicional. 

En primer lugar, se puede sostener con un elevado grado de certeza que las 
ejecuciones extrajudiciales, denominadas “falsos positivos”, deben ser inter-
pretadas como expresiones de criminalidad estatal de índole sistemática (onu, 
2021). Esto las clasifica dentro de la categoría de crímenes de lesa humanidad, 
según los parámetros del derecho internacional. Esta clasificación no es sim-
plemente nominal, sino que conlleva un cambio significativo en la manera de 
abordar la responsabilidad jurídica, trasladando el enfoque desde las acciones 
individuales hacia la comprensión de estructuras organizativas de poder. En 
este aspecto, el contexto colombiano juega un papel crucial en la consolidación 
de una visión estructural de la criminalidad, donde el Estado deja de ser única-
mente el protector de derechos para transformarse, en ciertos contextos, en 
un agente activo en su violación. 

En segundo lugar, una de las contribuciones más significativas del modelo 
colombiano radica en la elaboración dogmática de la responsabilidad de 
mando. La experiencia de la jep revela un avance notable en comparación 
con los estándares tradicionales del derecho penal internacional, sobre todo 
en lo que respecta al criterio de “control efectivo”. Mientras que los tribuna-
les internacionales restringen su capacidad para procesar eficazmente todas 
las violaciones a derechos humano (Olasolo, 2018),  el modelo colombiano 
presenta una concepción más amplia, sustentada en el análisis de estructuras 
institucionales, mecanismos de incentivos y patrones de comportamiento repe-
tidos. Este enfoque permite sobrepasar las limitaciones de una interpretación 
demasiado formalista de la responsabilidad, facilitando la imputación a altos 
mandos en escenarios donde la criminalidad se ve influenciada por dinámicas 
organizacionales complejas. 

En tercer lugar, el análisis pone de manifiesto que el modelo colombiano logra 
integrar de manera efectiva elementos de justicia retributiva y restaurativa, 
superando una de las principales tensiones históricas en el campo de la justicia 
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transicional. A diferencia de otros modelos internacionales, donde la búsqueda 
de la verdad ha implicado la renuncia a la sanción penal o viceversa, el sistema 
colombiano establece un marco condicional en el que la verdad, el reconoci-
miento de responsabilidad y la reparación constituyen requisitos para acceder a 
sanciones de carácter restaurativo. Esta disposición no solo refuerza la legitimi-
dad del sistema, sino que también introduce un enfoque más complejo y mul-
tidimensional de la justicia, en el que el castigo cesa de ser el único mecanismo 
de respuesta ante el delito. 

En cuarto lugar, la investigación destaca la relevancia del aspecto restaura-
tivo, que se manifiesta a través de mecanismos como los Trabajos, Obras y 
Actividades de contenido Restaurador (toar) (jep, 2022). Estas herramientas 
constituyen una innovación importante en el campo del derecho penal, al 
combinar la penalización con la reparación de una forma funcional. Mediante 
los toar, aquellos que son responsables no solo cumplen una pena, sino que 
también participan activamente en la restauración del tejido social, ayudando 
a la reparación simbólica y material de las víctimas (jep, 2022). Este enfoque 
permite redefinir el significado mismo de la sanción en contextos de transición, 
orientándola no solo hacia la compensación, sino también hacia la transforma-
ción social. 

En quinto lugar, otro de los hallazgos más relevantes del estudio es la relevancia 
de las víctimas como actores procesales activos. El modelo colombiano rompe 
con la costumbre de considerar a las víctimas simplemente como receptores de 
justicia, dándoles un papel central en la creación de la verdad, la determinación 
de responsabilidades y el diseño de medidas de reparación (Uprimny y Guzmán, 
2010). Esta transformación de paradigma tiene no solo consecuencias legales, 
sino también profundas implicaciones sociológicas, ya que ayuda a la recons-
trucción de la dignidad de las víctimas y al fortalecimiento de la memoria histó-
rica. La participación de las víctimas, especialmente a través de organizaciones 
sociales, se convierte, por lo tanto, en un elemento clave para la legitimidad y 
eficacia del sistema de justicia transicional. 

En sexto lugar, el examen del fenómeno de la “gestión por indicadores” (Minis-
terio de Defensa Nacional, 2005) permite concluir que las ejecuciones extraju-
diciales resultaron de una falla estructural del Estado, a causa de la implemen-
tación de políticas institucionales que promovieron la obtención de resultados 
operacionales cuantificables sin un control adecuado sobre su legalidad. Esta 
observación es crucial, ya que desplaza la narrativa de responsabilidad indi-
vidual hacia una comprensión más amplia de la responsabilidad institucional, 
mostrando cómo ciertos diseños normativos y administrativos pueden crear 
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condiciones propicias para la violación sistemática de derechos humanos. En 
este sentido, el caso colombiano proporciona una lección vital para la comu-
nidad internacional: la necesidad de evaluar críticamente los sistemas de 
incentivos dentro de las instituciones estatales, especialmente en situaciones 
de conflicto armado. 

En séptimo lugar, el modelo colombiano emerge como un referente innova-
dor en el ámbito de la justicia transicional comparada, al lograr un balance 
entre elementos que en otros contextos han sido excluyentes. A diferencia 
del modelo sudafricano, por ejemplo, que priorizó la verdad por encima de la 
sanción, o del modelo ruandés, que puso la eficiencia por delante de las garan-
tías procesales (Guilfoyle, 2016), el sistema colombiano articula de manera 
compleja la verdad, la justicia y la reparación. Esta capacidad de integración no 
solo refuerza la coherencia interna del modelo, sino que también aumenta sus 
posibilidades de adaptación a otros contextos internacionales. 

Sin embargo, es importante destacar que el potencial del modelo colombiano 
como un referente global presenta varios retos. Específicamente, la efectividad 
de este modelo está vinculada a factores estructurales, tales como la certeza 
jurídica, la estabilidad de las instituciones y la permanencia de las políticas 
públicas en el ámbito de la justicia transicional. La presencia de tensiones polí-
ticas, cambios administrativos y discusiones ideológicas sobre la legitimidad de 
la jep representa un riesgo para la viabilidad del proceso. En este contexto, uno 
de los principales desafíos para el Estado colombiano es asegurar la autonomía 
de sus instituciones transicionales y prevenir que estas sean influenciadas por 
circunstancias temporales.

De igual manera, la eficacia del modelo está sujeta a su habilidad para conver-
tir los avances normativos en resultados tangibles para las víctimas. Aunque 
se han registrado logros importantes en el esclarecimiento de la verdad y el 
reconocimiento de las responsabilidades, aún quedan retos en lo que respecta 
a la reparación integral y las garantías de no repetición. La legitimación del 
modelo como un referente a nivel internacional demanda, por lo tanto, no solo 
un diseño institucional apropiado, sino también una implementación efectiva 
y sostenida en el tiempo. Se puede afirmar que el caso colombiano aporta 
significativamente al avance de la justicia transicional actual, al presentar un 
modelo que fusiona innovación legal, participación comunitaria y un enfoque 
restaurador. Independientemente de sus características históricas y contextua-
les específicas, el modelo colombiano fomenta una reflexión profunda sobre la 
función del derecho en la gestión de la violencia estructural y en la creación de 
sociedades más equitativas y democráticas. 
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En este contexto, Colombia no debe ser percibida solamente como un país 
que lidia con las secuelas de un conflicto armado prolongado, sino como un 
“laboratorio jurídico y social” donde se están redefiniendo los límites y posibi-
lidades de la justicia en el siglo xxi. La experiencia de Colombia ilustra que es 
viable avanzar hacia modelos de justicia más inclusivos, complejos y eficaces, 
en los que la verdad, la responsabilidad y la reparación se entienden no como 
objetivos en conflicto, sino como componentes complementarios de un mismo 
proceso de transformación social. 

Por consiguiente, el modelo colombiano no solo tiene el potencial de conver-
tirse en un referente a nivel internacional, sino que también invita a reconsi-
derar los fundamentos de la justicia transicional, sugiriendo una perspectiva 
en la que el derecho no se limita a penalizar el pasado, sino que también juega 
un papel activo en la edificación de un futuro fundamentado en la dignidad, la 
memoria y la garantía efectiva de los derechos humanos.
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